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ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO - Niega / NORMA SOBRE LA CUAL SE EXIGE CUMPLIMIENTO NO CONTIENE LA OBLIGACIÓN PRETENDIDA – Poner en funcionamiento de manera inmediata los juzgados creados en el acuerdo / ACCION DE CUMPLIMIENTO - La norma no contiene el deber jurídico claro, expreso, exigible y delimitado por el tiempo

En el caso concreto se advierte que la acción está encaminada a que se le ordene a las autoridades administrativas accionadas que pongan en funcionamiento, de manera inmediata, los seis (6) juzgados municipales de pequeñas causas laborales de Bogotá que aún faltan en aplicación de los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015 (…) Las normas cuyo cumplimiento solicita la parte actora prevé la creación de juzgados y precisa su integración, pero no incorpora un deber jurídico claro, expreso y exigible cuyo acatamiento pueda ordenarse por conducto de la presente acción, toda vez que la autoridad administrativa que expidió el acto administrativo no incorporó obligación alguna de indefectible cumplimiento; no obstante lo pretendido es que se ordene a las autoridades administrativas accionadas que los ponga en funcionamiento de manera inmediata. Con fundamento en lo anterior, se advierte que si bien en el artículo 2º del Acuerdo No. PSAA15-10402, se indicó que las creaciones, los traslados y las transformaciones descritas en ese Acuerdo se harían efectivos a partir del 29 de octubre de 2015, en todo el territorio nacional; sin embargo, no precisó el plazo en el que deberían estar funcionando los despachos judiciales creados, además de que se condicionó el nombramiento de los jueces y magistrados hasta cuando se dispusiera de la infraestructura física y tecnológica de los demás elementos necesarios para su funcionamiento , circunstancias que no están acreditadas en el proceso. Así, resulta evidente que del contenido de los Acuerdos no surge la existencia de una obligación clara, expresa ni exigible, pues solo se dispuso la creación de algunos despachos judiciales, pero no se indicó las condiciones de tiempo, modo y lugar para ello, es decir no incorpora obligación que determine su puesta en funcionamiento como lo pretende la parte tutelante.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION QUINTA

Consejera ponente: ROCIO ARAUJO OÑATE

Bogotá, D.C., diez (10) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 25000-23-41-000-2016-01359-01(ACU)
Actor: TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA, SALA LABORAL
Demandado: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL
OBJETO DE LA DECISIÓN

La Sala decide la impugnación interpuesta por el Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial Bogotá – Cundinamarca del Consejo Superior de la Judicatura contra el fallo del 1º de agosto de 2016, por medio del cual la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (i) declaró no probada la excepción de ineptitud de la demanda por la no constitución en renuencia propuesta por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público; (ii) accedió a las pretensiones de la acción de cumplimiento, en consecuencia, ordenó al Director Seccional de Administración Judicial de Bogotá que “dentro de los cinco (05) días siguientes a la notificación de estas sentencia, presente ante la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá y esta Subsección un informe detallado de las actuaciones que debe realizar para garantizar la operación de los Despachos Judiciales de que trata el artículo 77 , numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, el cual deberá estar acompañado de un cronograma de actividades (actividades responsables, tiempo, indicadores), que debe atender a los principios de razonabilidad, proporcionalidad y a las necesidades del servicio que en últimas fueron el sustento de dichos acuerdos, para que se dé cabal cumplimiento a ese acto administrativo, materialización que no puede exceder la culminación de la vigencia fiscal del año 2016”.

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de cumplimiento

Mediante escrito radicado el 24 de junio de 2016
, en la Secretaría General del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el Presidente de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, ejerció acción de cumplimiento contra la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá y Cundinamarca, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a Nivel Nacional, la Sala Administrativa del Consejo  Seccional de la Judicatura y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con el fin de obtener el acatamiento de los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
Como pretensiones la parte actora solicitó que se ordene a las autoridades administrativas accionadas:

“…que CUMPLAN con a (sic) los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para que se logre la puesta en funcionamiento de los juzgados 7º, 8º, 9º, 10º, 11º, y 12º municipales de pequeñas causas laborales de Bogotá que aún faltan”
.
2. Hechos probados y/o admitidos

La Sala encontró demostrados los siguientes hechos: 

· Mediante Acuerdo PSAA15-12-10402 del 29 de octubre de 2015
, modificado por el Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre del mismo año
, fueron credos once juzgados municipales de pequeñas causas laborales para la ciudad de Bogotá.
· A la fecha de interposición de esta acción, y luego de transcurridos siete (7) meses, no se ha puesto en funcionamiento seis (6) de los once (11) despachos judiciales referenciados en el punto anterior.
· Por Resolución No. RESUDAE15-164 del 3 de diciembre de 2015 la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura asignó los códigos únicos de identificación de los once (11) juzgados municipales de pequeñas causas laborales creados.
· Existe destinación presupuestal para el efecto e incluso certificado de disponibilidad presupuestal No. 72915 del 27 de noviembre de 2015, de conformidad con los oficios DESAJ16-FI-139 y 035985 expedidos por la Dirección Ejecutiva Seccional  Bogotá y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la vigencia de 2016 en el que se asignó a la Rama un presupuesto de 3.43 billones de pesos de los cuales 3.2 billones corresponden a funcionamiento.

· El 2 de marzo de 2016
, el Presidente de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, solicitó a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá y Cundinamarca, a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que “…CUMPLAN con los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del pasado 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre del mismo año, expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a efectos de lograr la puesta en funcionamiento, de manera inmediata, de los tres (3) juzgados laborales de circuito y de los seis (6) juzgados municipales de pequeñas causas laborales, que aún faltan”.

· La Presidenta de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, con oficio CSBTSA16-649 del 4 de marzo de 2016
, respondió al Presidente del Tribunal que “…esta Sala Administrativa hasta la fecha ha estado pendiente que la Dirección Ejecutiva Seccional de Bogotá y Cundinamarca, expedida la certificación de infraestructuras físicas y tecnológicas para el funcionamiento de los Juzgados de Pequeñas Causas Laborales y Juzgados Laborales creados por los Acuerdos No. 10402 y 10412 de 2015, tal como lo exige el Art. 39 de este último Acuerdo mencionado”. 

· El Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial Bogotá y Cundinamarca, respondió a la parte actora con oficio DESAJ16-AD-636 del 16 de marzo de 2016
, que “…esta Dirección Ejecutiva Seccional está ejecutando en los pocos espacios disponibles, las actividades de mantenimiento locativo, tecnológico y de dotación correspondientes, para la adecuación de algunos Despachos Judiciales, por lo tanto, una vez se cuente con la infraestructura necesaria para garantizar e óptimo funcionamiento de Juzgados se emitirá las certificaciones de que trata el artículo 39 del Acuerdo PSAA15-10412 de 2015. Es pertinente indicar, que esta Dirección ejecutiva Seccional ante los notorios recortes presupuestales ordenados para la presente vigencia fiscal, no cuenta con los recursos para contratar en calidad de arrendamiento, nuevas sedes judiciales que permitan la ubicación de los Despachos creados”. 

· La Coordinadora del Grupo de Derechos de Petición, Consultas y Cartera del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 18 de marzo de 2016
, contestó al Presidente del Tribunal accionante que:

“…mediante la Ley 1769 de noviembre 24 de 2015 ‘por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y Ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016’ y el Decreto 2550 de 2015 ‘por el cual se liquida el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2016, se detallan las apropiaciones y se clasifican y definen los gastos’ a la Rama Judicial se le asignó un presupuesto que asciende a $3.435.881.00 millones, de los cuales $3.204.119.5 millones corresponden a funcionamiento y $231.761.6 millones a inversión.

(…)

En este sentido, esta cartera ministerial únicamente tiene la obligación de situar los recursos que le fueron aprobados por el Congreso de la República en el presupuesto asignado a las entidades que forman parte del mismo, y realizar las transferencias presupuestales que correspondan, a cada una de las entidades que como se indicó anteriormente, gozan de autonomía presupuestal.

De conformidad con lo establecido en lo expuesto en precedencia, esta cartera ministerial no ha dejado de cumplir con las obligaciones legales que le han sido conferidas, en la medida en que es la Rama Judicial quien del presupuesto aprobado por el Congreso de la República, debe asignar los recursos que son solicitados”.

3. Actuaciones procesales relevantes

3.1. Admisión de la demanda

Mediante auto de 30 de junio de 2016
, la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda de cumplimiento y dispuso la notificación de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá y Cundinamarca; la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a Nivel Nacional; la Sala Administrativa del Consejo Seccional de Judicatura y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Con auto del 25 de julio de 2016
, el Tribunal a quo, ante la necesidad de adoptar una decisión frente al cumplimiento del artículo 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015 y el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 de 26 de noviembre de 2015, decretó las siguientes pruebas:

(i) requirió a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial para que elaborara y remitiera un informe detallado de la ejecución presupuestal para la implementación de los cargos creados mediante los citados acuerdos, discriminando los rubros correspondientes al pago de nómina de empleados y la adquisición -en cualquier modalidad ya sea compraventa, arriendo, entre otras- de los implementos, herramientas tecnológicas e infraestructura física para la operación de los despachos judiciales a que se refieren dichos actos administrativos, explicando cuánto dinero fue girado y ejecutado desde su expedición mes a mes hasta la actualidad;

(ii) requirió a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a Nivel Nacional de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, para que remitiera el certificado de disponibilidad presupuestal que respalda la creación de los juzgados de que tratan las normas invocadas y los estudios de viabilidad que se llevaron a cabo para establecer y crear los once (11) juzgados municipales de pequeñas causas laborales, con los respectivos soportes; y los documentos que acrediten las actuaciones tendientes a la obtención de la infraestructura física y tecnológica requerida para su operación.

3.2.  Contestación de las entidades accionadas

3.2.1. La Directora Administrativa de la Dirección Ejecutiva de Administración de Justicia, mediante escrito radicado el 28 de julio de 2016
, adujo que de la prueba documental aportada dentro del expediente, se desprende que tanto el Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Sala Administrativa, como la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Bogotá – Cundinamarca han desplegado todas y cada una de las acciones y actividades administrativas encaminadas a dar puntual y estricto acatamiento a la normativa que aquí se debate, por lo que se configura la excepción denominada “ausencia de causa petendi para demandar” por cuanto el incumplimiento de que se duele el accionante no ha ocurrido.

Precisó que debe tenerse en cuenta que esta acción constitucional no procede respecto a normas que establezcan gastos y los artículos de los que se persigue su cumplimiento tratan de la creación de diferentes despachos judiciales que como ya se indicó “…si bien las normas del estatuto orgánico de presupuesto no exigen que exista un CDP previo que respalde la creación de cargos, la modificación a las plantas de personal si tienen como requisito la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, el cual es expedido por el Ministerio de Hacienda, así como también se requiere, de asignaciones presupuestales para la puesta en funcionamiento de dichos despachos”.

3.2.2. El Director Ejecutivo Seccional de la Sala Administrativa de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá – Cundinamarca, con escrito del 28 de julio de 2016
, precisó que la Directora Ejecutiva de Administración Judicial el 29 de octubre de 2015, a solicitud de la Sala Administrativa certificó la disponibilidad presupuestal para la creación de los respectivos cargos, pero en los siguientes términos “que de conformidad con los Acuerdos expedidos por la Sala  Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se han creado cargos hasta el 31 de octubre de 2015 con un costo estimado de $400.709.976.494 por concepto de gastos de personal, quedando un saldo de apropiación de $113.393.698.494 para la creación de cargos permanentes y transitorios para los meses de noviembre y diciembre de la actual vigencia”, según CDP No. 72195 del 27 de noviembre de 2015; por tanto frente a la especialidad de pequeñas causas laborales, se le informó al Presidente de la Sala Corporación Judicial accionante la existencia de las condiciones físicas y tecnológicas para el funcionamiento de cinco (5) Juzgado Municipales de Pequeñas Causas Laborales ubicados en la Calle 14 No. 7-36.

Afirmó que a esa Dirección no le han sido asignados recursos por concepto de  gastos generales para realizar la implementación de la totalidad de los despachos judiciales creados mediante los Acuerdos objeto de cumplimiento, tales como arrendamiento, mobiliario, servicios públicos, infraestructura tecnológica, gastos recurrentes (aseo, vigilancia, etc) y elementos de consumo entre otros.

Resaltó que el artículo 39 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, dispuso que los nombramientos de los jueces y magistrados sólo podrán realizarse cuando se disponga de la infraestructura física y tecnológica y de los demás elementos necesarios para su funcionamiento, sin que a la fecha se cuente con certificado de disponibilidad presupuestal para el efecto y de esta manera cubrir los gastos de la implementación de los despachos judiciales creados.

3.2.3. El apoderado Judicial del Ministerio de Hacienda y  Crédito Público, mediante escrito radicado el 19 de julio de 2016
 se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la acción de cumplimiento y solicitó que se denegara por improcedente.

Precisó que no puede entenderse que fue constituido en renuencia, toda vez que salta a la vista que ha cumplido a satisfacción con sus deberes y obligaciones en materia presupuestal, máxime que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, es el órgano llamado a velar por la distribución, aplicación y ejecución del presupuesto del Sector Justicia, y como tal, la encargada de surtir los trámites correspondientes ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, cuando quiera que como consecuencia de los acuerdos a los que haya legado con el Gobierno Nacional se haya convenido la creación de nuevos despachos judiciales, para que a su turno dicha cartera ministerial adelante los trámites correspondientes a su incorporación dentro del Presupuesto General de la Nación.

3.3. Fallo impugnado

En sentencia del 1º de agosto de 2016
, la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (i) declaró no probada la excepción de ineptitud de la demanda por la no constitución en renuencia propuesta por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público; (ii) accedió a las pretensiones de la acción de cumplimiento, en consecuencia, ordenó al Director Seccional de Administración Judicial de Bogotá que “dentro de los cinco (05) días siguientes a la notificación de estas sentencia, presente ante la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá y esta Subsección un informe detallado de las actuaciones que debe realizar para garantizar la operación de los Despachos Judiciales de que trata el artículo 77 , numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, el cual deberá estar acompañado de un cronograma de actividades (actividades responsables, tiempo, indicadores), que debe atender a los principios de razonabilidad, proporcionalidad y a las necesidades del servicio que en últimas fueron el sustento de dichos acuerdos, para que se dé cabal cumplimiento a ese acto administrativo, materialización que no puede exceder la culminación de la vigencia fiscal del año 2016”, al considerar que:

“…la norma cuyo cumplimiento se persigue actualmente contiene un mandato inobjetable y preciso en cabeza de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Bogotá, a quien le concierne administrar los recursos que a esa dependencia le fueron suministrados, conforme al artículo 103 de la Ley 270 de 1996. Es decir, las dos condiciones previstas para hacerse efectivo el mandato contenido en el artículo 77, numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21, numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, se encuentran reunidos en tanto existe la disponibilidad presupuestal para los cargos creados y de igual forma, el respaldo en recursos económicos para que se realicen las actividades tendientes a obtener la viabilidad en materia de infraestructura física y las demás que se requieran, por lo que los obstáculos para su materialización fueron superados.

Sin perjuicio de lo anterior, la Sala no puede pasar por alto que las actividades contractuales para la obtención de infraestructura física y demás implementos, requieren de un trámite progresivo que no puede ser exigido de manera inmediata pues la adquisición de bienes y servicios comporta el despliegue de una serie de actuaciones que pueden prolongarse en el tiempo, razón por la que la orden que se imparta debe atender a un criterio razonable que será superior al término de diez (10) días consagrado en el artículo 21, numeral 5 de la Ley 393 de 1997, pero en todo caso no podrá superar la vigencia fiscal del año 2016.

Visto así el asunto, la Sala accederá a las pretensiones de la demanda teniendo en cuenta que la condición a la que estaba sometido el imperativo en torno al cual gira esta acción fue cumplida, por lo que la Dirección Seccional de Administración Judicial de Bogotá debe adelantar las operaciones y diligencia administrativas necesarias para obtener la infraestructura física, herramientas tecnológicas y las demás que sean necesarias para la operación de los cinco (5) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá”.

3.4. Impugnación

La apoderada judicial del Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en escrito de 2 de septiembre de 2016
, impugnó la decisión del Tribunal y solicitó que ésta se revocara. 

Afirmó que como ya se encontraban en funcionamiento cinco juzgados de pequeñas causas laborales en Bogotá, se han realizado actividades para poner en marcha los seis despachos restantes.

Señaló que mediante oficio 2-2015-042807 del 3 de noviembre de 2015, el Director General de Presupuesto Público Nacional informó que en la Ley de Presupuesto para la vigencia 2016, se incluyeron $250.000 millones en la cuenta de Gastos Generales para financiar toda la Planta Permanente; no obstante, el Decreto 378 de 2016, ordenó el aplazamiento de $96.205 millones de Presupuesto de la Rama, de los cuales se afectaron $19.350 millones en la cuenta de Gastos Generales, situación que impidió la atención adecuada de los gatos de funcionamiento requeridos para los nuevos despachos judiciales.

Sostuvo que mediante oficio DEAJ16-98 del 29 abril de 2016, se reiteró al Gobierno Nacional el desplazamiento de recursos de gastos generales, para atender las necesidades prioritarias de funcionamiento de los despachos judiciales, incluyendo el funcionamiento de los nuevos juzgados, solicitud que fue negada el 17 de junio de 2016, por el Ministerio de Hacienda, que los requirió para que informaran las partidas presupuestales a sustituir.

Explicó que “…el Consejo Superior de la Judicatura con el Acuerdo PSAA-16-10545 del 13 de julio de 2016, autorizó la sustitución de aplazamiento del presupuesto de inversión por Presupuesto de Funcionamiento en Gastos Generales por un monto de $11.895 millones, solicitud que se elevó al Ministerio de Hacienda nuevamente con oficio DEAJ16-742 del 15 de julio de 2016, la cual fue atendida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por lo que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial expidió la Resolución No. 5060 del 27 de julio de 2016, asignando los recursos requeridos por la Dirección Seccional de Bogotá – Cundinamarca, para la puesta en funcionamiento de los despachos judiciales creados en la vigencia 2015”, así se logró el situado de recursos para el rubro de “arrendamientos de bienes inmuebles” por valor de $1.050.417.521, el cual se materializó mediante la Resolución No. 5060 del 27 de julio de 2016.

Advirtió que esa Seccional, en acatamiento al fallo de cumplimiento, estableció un cronograma de actividades a partir de la designación de los recursos para la puesta en funcionamiento de los seis juzgados laborales de pequeñas causas.

Por  último, precisó que “…el contenido del fallo proferido en la presente acción, se aleja del objeto primordial, cual es el exigir el cumplimiento del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21, numeral 1, del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, únicamente se limitó a ordenar la presentación del informe y cronograma de las actividades en procura de poner en marcha los Juzgados de Pequeñas Causas Laborales en la ciudad de Bogotá y en parte alguna de las consideraciones tuvo en cuenta que la Administración ya había obtenido los recursos presupuestales para la entrada en marcha de los seis (6) despachos restantes, no indicó que cinco (5) despachos ya estaban funcionando. En conclusión, la presente acción desde sus inicios carecía del objeto de protección que se busca con el amparo constitucional pretendido”.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer la impugnación presentada contra la sentencia de primera instancia, proferida por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de conformidad con lo establecido en los artículos 150 y 152 de la Ley 1437 de 2011, y el Acuerdo 015 del 22 de febrero de 2011 de la Sala Plena del Consejo de Estado, que establece la competencia de la Sección Quinta de la Corporación para conocer de las “apelaciones contra las providencias susceptibles de ese recurso que se dicten por los Tribunales Administrativos en primera instancia en las acciones de cumplimiento”.

2. Problema jurídico a resolver en la presente acción de cumplimiento

Corresponde a la Sala determinar si modifica, confirma o revoca la sentencia del 1º de agosto de 2016, dictada por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que accedió a las pretensiones de la parte actora, para lo cual deberá resolver el siguiente problema jurídico:

¿Hay lugar a ordenar a la autoridad accionada, el cumplimiento de los artículos 38 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, y 77 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, en el sentido de ordenarle la puesta en funcionamiento de manera inmediata de los 6 juzgados municipales de pequeñas causas laborales en Bogotá?

3. Razones jurídicas de la decisión

Para resolver el problema jurídico planteado, se analizarán los siguientes temas: (i) naturaleza de la acción de cumplimiento; (ii) requisito de procedibilidad; (iii) Cosa juzgada; y (iv) análisis del caso concreto.

3.1. Naturaleza de la acción de cumplimiento

La acción de cumplimiento está instituida en el artículo 87 de la Constitución Política, como un mecanismo para que toda persona pueda "acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una Ley o un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido". En igual sentido, el artículo 1° de la Ley 393 de 1997 precisa que "Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en esta Ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o actos administrativos".

Colombia es un Estado Social de Derecho y dentro de sus fines esenciales está el de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, teniendo en cuenta lo anterior y que las autoridades de la República están instituidas, entre otras cosas, para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares (artículo 2° de la Constitución Política), la acción en estudio permite la realización de este postulado logrando la eficacia material de la ley y de los actos administrativos expedidos por las diferentes autoridades en cumplimiento de sus funciones públicas.

De este modo, la acción de cumplimiento constituye el instrumento adecuado para demandar de las autoridades o de los particulares que ejercen funciones públicas, y ante el inminente incumplimiento la efectividad de las normas con fuerza material de ley y de los actos administrativos.

Como lo señaló la Corte Constitucional “el objeto y finalidad de esta acción es otorgarle a toda persona, natural o jurídica, e incluso a los servidores públicos, la posibilidad de acudir ante la autoridad judicial para exigir la realización o el cumplimiento del deber que surge de la ley o del acto administrativo y que es omitido por la autoridad, o el particular cuando asume este carácter. De esta manera, la referida acción se encamina a procurar la vigencia y efectividad material de las leyes y de los actos administrativos, lo cual conlleva la concreción de principios medulares del Estado Social de Derecho, que tienden a asegurar la vigencia de un orden jurídico, social y económico justo” 
(Subraya fuera del texto).

Sin embargo, para que la acción de cumplimiento prospere, del contenido de la Ley 393 de 1997, se desprende que se deben acreditar los siguientes requisitos mínimos:

i) Que el deber que se pide hacer cumplir se encuentre consignado en normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos vigentes (Art. 1º)
. 

ii) Que el mandato sea imperativo e inobjetable y que esté radicado en cabeza de aquella autoridad pública o del particular en ejercicio de funciones públicas que deba cumplir y frente a los cuales se haya dirigido la acción de cumplimiento. 
iii) Que el actor pruebe la renuencia de la entidad accionada frente al cumplimiento del deber, antes de formular la demanda, bien sea por acción u omisión del exigido o por la ejecución de actos o hechos que permitan deducir su inminente incumplimiento (Art. 8º). El artículo 8° señala que, excepcionalmente, se puede prescindir de este requisito “cuando el cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable”, caso en el cual deberá ser sustentado en la demanda.
iv) Que el afectado no tenga o haya podido ejercer otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento del deber jurídico o administrativo omitido, salvo el caso que, de no proceder el juez, se produzca un perjuicio grave e inminente para quien ejerció la acción, circunstancia esta que hace procedente la acción. Por tanto, es improcedente la acción que persigue la protección de derechos que puedan ser garantizados a través de la acción de tutela o se pretenda el cumplimiento de normas que establezcan gastos a la administración (Art. 9º).

3.2. De la renuencia

El inciso segundo del artículo 8° de la Ley 393 de 1997, en concordancia con el numeral 5° del artículo 10 ibídem, estableció como requisito de procedibilidad de esta acción constitucional, que con la demanda el accionante aporte la prueba de haber pedido a la entidad demandada en forma directa y con anterioridad al ejercicio de la acción, el cumplimiento del deber legal o administrativo presuntamente desatendido por aquélla y, que la autoridad requerida se ratifique en el incumplimiento o guarde silencio frente a la solicitud. De esta manera quedará acreditada la renuencia de la respectiva autoridad administrativa y el actor podrá ejercer la acción de cumplimiento.

Por lo tanto, la Sala debe estudiar si la parte actora cumplió con su carga de probar que constituyó en renuencia a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá y Cundinamarca, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a Nivel Nacional, la Sala Administrativa del Consejo  Seccional de la Judicatura y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, antes de instaurar la demanda.

Para el cumplimiento de este requisito de procedibilidad es importante tener en cuenta, como lo ha señalado la Sala, que “el reclamo en tal sentido no es un simple derecho de petición sino una solicitud expresamente hecha con el propósito de cumplir el requisito de la renuencia para los fines de la acción de cumplimiento”
.

Para dar por satisfecho este requisito no es necesario que el solicitante en su petición haga mención explícita y expresa que su objetivo es constituir en renuencia a la autoridad, pues el artículo 8° de la Ley 393 de 1997 no lo prevé así; por ello, basta con advertir del contenido de la solicitud que lo pretendido es el cumplimiento de un deber legal o administrativo y, que de este pueda inferirse el propósito de agotar el prerrequisito en mención.
Para cumplir con el requisito de renuencia la parte accionante, solicitó el 2 de marzo de 2016 a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá y Cundinamarca, a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que “…CUMPLAN con los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del pasado 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre del mismo año, expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a efectos de lograr la puesta en funcionamiento, de manera inmediata, de los tres (3) juzgados laborales de circuito y de los seis (6) juzgados municipales de pequeñas causas laborales, que aún faltan”.

La Presidenta de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de marzo de 2016, respondió al Presidente del Tribunal que “…esta Sala Administrativa hasta la fecha ha estado pendiente que la Dirección Ejecutiva Seccional de Bogotá y Cundinamarca, expedida la certificación de infraestructuras físicas y tecnológicas para el funcionamiento de los Juzgados de Pequeñas Causas Laborales y Juzgados Laborales creados por los Acuerdos No. 10402 y 10412 de 2015, tal como lo exige el Art. 39 de este último Acuerdo mencionado”. 

El Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial Bogotá y Cundinamarca, el 16 de marzo de 2016
, manifestó que “…está ejecutando en los pocos espacios disponibles, las actividades de mantenimiento locativo, tecnológico y de dotación correspondientes, para la adecuación de algunos Despachos Judiciales, por lo tanto, una vez se cuente con la infraestructura necesaria para garantizar e óptimo funcionamiento de Juzgados se emitirá las certificaciones de que trata el artículo 39 del Acuerdo PSAA15-10412 de 2015. Es pertinente indicar, que esta Dirección ejecutiva Seccional ante los notorios recortes presupuestales ordenados para la presente vigencia fiscal, no cuenta con los recursos para contratar en calidad de arrendamiento, nuevas sedes judiciales que permitan la ubicación de los Despachos creados”. 

La Coordinadora del Grupo de Derechos de Petición, Consultas y Cartera del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 18 de marzo de 2016, contestó al Presidente del Tribunal accionante que“…esta cartera ministerial únicamente tiene la obligación de situar los recursos que le fueron aprobados por el Congreso de la República en el presupuesto asignado a las entidades que forman parte del mismo, y realizar las transferencias presupuestales que correspondan, a cada una de las entidades que como se indicó anteriormente, gozan de autonomía presupuestal. (…), esta cartera ministerial no ha dejado de cumplir con las obligaciones legales que le han sido conferidas, en la medida en que es la Rama Judicial quien del presupuesto aprobado por el Congreso de la República, debe asignar los recursos que son solicitados”.

De conformidad con lo expuesto, la Sala advierte que se encuentra probado que el  Tribunal Superior de Bogotá, Sala Laboral, sí constituyó en renuencia a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá y Cundinamarca, a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, respecto de los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015.
3.3. Análisis del caso concreto 

Para resolver el problema jurídico planteado, debemos establecer si la parte actora podía o puede ejercer otro instrumento judicial para lograr el efectivo acatamiento del deber jurídico o administrativo omitido.
En el caso concreto se advierte que la acción está encaminada a que se le ordene a las autoridades administrativas accionadas que pongan en funcionamiento, de manera inmediata, los seis (6) juzgados municipales de pequeñas causas laborales de Bogotá que aún faltan en aplicación de los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, por lo que se observa que si bien la norma contiene gastos, estos se encuentran cubiertos por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público que con Resolución No. 5060 del 27 de julio de 2016, asignó los recursos requeridos por la Dirección Seccional de Bogotá-Cundinamarca; al respecto, conviene precisar que la jurisprudencia de esta Corporación ha resaltado que “…una vez elaborado un presupuesto o apropiado el gasto, la vocación natural de estos, es la de ser efectivamente destinados a la satisfacción de la función para el cual están concebidos, y es en estos casos, en los cuales, la pretensión de cumplimiento es procedente
”; tampoco se advierte la existencia de otro mecanismo judicial idóneo para satisfacer las súplicas de la demanda, razón por la que se continuará con el estudio de fondo, para analizar la disposición que se dice incumplida.

3.3.1. Norma jurídica cuyo cumplimiento se pretende

La parte actora pretende el cumplimiento de los artículos 38 y 77 del Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, modificado por el artículo 21 del Acuerdo PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura que disponen:

“Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015

Por el cual se crean con carácter permanente; trasladan y transforman unos despachos judiciales y cargos en todo el territorio nacional

(…)

ARTÍCULO 38.- Creación de Juzgados Laborales de Circuito: Crear en los siguientes Distritos Judiciales, los despachos que se enuncian a continuación: 

1. Tres (3) Juzgados Laborales en Bogotá, cada uno conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

2. Tres (3) Juzgados Laborales en Medellín, cada uno conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

3. Tres (3) Juzgados Laborales en Cali, cada uno conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

4. Un (1) Juzgado Laboral en Apartadó, conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

5. Un (1) Juzgado Laboral en Sincelejo, cada uno conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

6. Un (1) Juzgado Laboral en Valledupar, conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

7. Un (1) Juzgado Laboral en Villavicencio, cada uno conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, dos (2) cargos de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

8. Un (1) Juzgado Laboral en Yopal, conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Escribiente, dos (2) cargos de Sustanciador y un cargo de (1) Citador.

(…)

ARTÍCULO 77.- Creación de Juzgados de pequeñas causas laborales: Crear en los siguientes Distritos Judiciales, los despachos que se enuncian a continuación: 

1. Doce (12) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Bogotá, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

2. Siete (7) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Medellín, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

3. Siete (7) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Cali, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

4. Cinco (5) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Barranquilla, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

5. Cinco (5) Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales en Cartagena, conformado por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

(…)”

“ACUERDO No. PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015 

Por el cual se modifica y ajusta el Acuerdo PSAA15-10402 de 2015

(…)

ARTÍCULO 21.- Modificación numerales del Artículo 77. Modificar el Artículo 77, en los numerales que se enuncia a continuación: 

1. Once (11) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Bogotá, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

2. Seis (6) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Medellín, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

3. Seis (6) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Cali, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador. 

5. Cuatro (4) Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales en Cartagena, conformado cada uno por Juez, un (1) cargo de Secretario, un (1) cargo de Sustanciador y un (1) cargo de Citador”.
De acuerdo con lo anterior, es claro, que los preceptos que se piden hacer cumplir se encuentran contenidos en actos administrativos, como lo son los Acuerdos PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015 y PSAA15-10412 del 26 de noviembre de 2015.

3.3.2. De la inexistencia de un mandato imperativo e inobjetable
Como no se evidencia causal de improcedencia de la presente acción, la Sala procede a analizar si las autoridades administrativas accionadas son las llamadas a cumplir con las normas que la parte actora alega como incumplidas.

Aunque la finalidad de la presente acción es hacer efectivo el cumplimiento de una ley o de un acto administrativo, no es posible a través de esta ordenar la ejecución de toda clase de disposiciones, sino aquellas que contienen prescripciones que se caracterizan como deberes legales o administrativos que pueden ser cumplidos a través de las órdenes del juez constitucional, que albergan un mandato perentorio, claro y directo a cargo de determinada autoridad, un mandato “imperativo  e inobjetable” en los términos de los artículos 5, 7, 15, 21 y 25 de la Ley 393 de 1997.

Ello significa que los preceptos que se dicen incumplidos deben ser lo suficientemente precisos, y no puede generar ningún tipo de incertidumbre en cuanto a su objeto, vigencia y exigibilidad.

Las normas cuyo cumplimiento solicita la parte actora prevé la creación de juzgados y precisa su integración, pero no incorpora un deber jurídico claro, expreso y exigible cuyo acatamiento pueda ordenarse por conducto de la presente acción, toda vez que la autoridad administrativa que expidió el acto administrativo no incorporó obligación alguna de indefectible cumplimiento; no obstante lo pretendido es que se ordene a las autoridades administrativas accionadas que los ponga en funcionamiento de manera inmediata.

Con fundamento en lo anterior, se advierte que si bien en el artículo 2º del Acuerdo No. PSAA15-10402, se indicó que las creaciones, los traslados y las transformaciones descritas en ese Acuerdo se harían efectivos a partir del 29 de octubre de 2015, en todo el territorio nacional; sin embargo, no precisó el plazo en el que deberían estar funcionando los despachos judiciales creados, además de que se condicionó el nombramiento de los jueces y magistrados hasta cuando se dispusiera de la infraestructura física y tecnológica de los demás elementos necesarios para su funcionamiento
, circunstancias que no están acreditadas en el proceso.  

Así, resulta evidente que del contenido de los Acuerdos no surge la existencia de una obligación clara, expresa ni exigible, pues solo se dispuso la creación de algunos despachos judiciales, pero no se indicó las condiciones de tiempo, modo y lugar para ello, es decir no incorpora obligación que determine su puesta en funcionamiento como lo pretende la parte tutelante.

En consecuencia, la Sala revocará la decisión de primera instancia, para en su lugar, negar la acción de cumplimiento.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de primera instancia del 1º de agosto de 2016, proferida por la Subsección “B” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para en su lugar NEGAR la acción de cumplimiento por las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes en la forma prevista en el artículo 22 de la Ley 393 de 1997.
TERCERO: En firme esta sentencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE                    CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO
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